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Radicación No.:
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Procesado:

Álvaro de Jesús Clavijo Hurtado 

Conductas punibles:       Hurto calificado y agravado  y Fabricación, tráfico y porte                 

                                                            de armas de fuego o municiones

Procedencia:

Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira

ASUNTO:

Desata la Corporación el recuso de apelación interpuesto por el defensor del acusado Álvaro de Jesús Clavijo Hurtado, contra la sentencia condenatoria proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira.

ANTECEDENTES:

Se originó esta acción por la captura del señor Clavijo Hurtado en horas de la tarde el 6 de diciembre de 2008, momentos después de haber sustraído dinero en efectivo y bienes propiedad de la señora Else Hilda González de Escobar, de su residencia ubicada en la finca guaneros, vereda El Placer de este municipio. Al retenido le fue decomisada un arma de fuego, sin licencia para su porte.

Durante la práctica de las audiencias de control de legalidad de la aprehensión, imputación e imposición de medida de aseguramiento, el señor Álvaro de Jesús Clavijo hizo manifestación voluntaria de aceptación de los cargos formulados por hurto calificado y agravado, en concurso material con fabricación, tráfico y porte de armas de fuego o municiones.

Como consecuencia de su asentimiento libre, voluntario y debidamente informado, se dio lectura al fallo que condenó a Clavijo Hurtado a la pena corporal de noventa y dos (92) meses y doce (12) días de prisión, más la accesoria de rigor, a la vez que le negó el subrogado de la condena de ejecución condicional, ante lo cual el defensor interpuso recurso de apelación.

DE LA IMPUGNACION:

Intervención del apelante: Expuso que el recurso se fundamenta en el hecho de no haberle reconocido a Álvaro de Jesús la rebaja de las ¾ partes de la pena a que tiene derecho conforme con el artículo 269 Código Penal, por haber indemnizado integralmente a su víctima. Aduce que su representado aceptó la responsabilidad, para lo cual se allanó a los cargos y con ello colaboró con la administración de justicia, además adelantó los trámites para la reparación de los perjuicios a la víctima,

Agrega que contactó al apoderado de la víctima, la cual posee solvencia económica, no solicitó dinero y pidió a cambio como indemnización que Clavijo Hurtado publicara lo que había hecho y pidiera perdón por su acto. Pese a su oposición, su representado aceptó la exigencia ya que le interesaba salir de prisión por ser padre cabeza de hogar y se procedió a hacer lo solicitado por la víctima, una publicación en el diario “Q’hubo” edición del viernes 20 de febrero de 2009 nota a la que dio lectura.

Afirma que al momento de la lectura de la sentencia, observó que la juez no aceptó esa indemnización, porque no se le había dado dinero a la víctima y profirió el fallo condenando a pena elevada de cerca de 8 años, sin reconocerle la diminuente del art. 269, lo cual constituye la razón del recurso y agregó que la jurisprudencia de este Tribunal con ponencia del Magistrado Ivanov Artega Guzmán, decisión del 18 de diciembre de 2008, en un caso similar, en el que la víctima recuperó la totalidad de los elementos hurtados y a su vez se le indemnizó, impuso como pena 11 meses de prisión, por lo que por el sólo derecho de igual a su cliente debe imponérsele la misma sanción.

Destaca la precaria situación económica de su mandante, la cual lo llevó a cometer este hecho, pero está arrepentido y pide una segunda oportunidad. Solicita se revoque lo decidido en tal sentido, ya que la víctima aceptó haber sido indemnizada y no hubo oposición de la Fiscalía.

El acusado: Depreca que le den una oportunidad por haber cometido un error y pide que revisen bien su caso.

La Fiscal no recurrente: Manifestó que se habló y sustentó la parte de la indemnización de perjuicios, pues la víctima sólo exigió la rectificación del comportamiento del procesado y su arrepentimiento a través de un periódico de amplia circulación, lo que se cumplió, porque ella no solicitaba dinero en efectivo.

En la audiencia de lectura de sentencia, notaron con sorpresa que la Juez no accedió a la rebaja establecida en el art. 269 del C. Penal, que reduce la pena en las ¾, no hubo detrimento patrimonial, porque los elementos fueron recuperados y al darse ese arrepentimiento, se cumplieron las formalidades para hacer esa reparación integral, por lo que debe revocarse la sentencia y concederle la diminuente como un derecho del acusado por la indemnización integral.

CONSIDERACIONES:

Competencia:

La Sala se encuentra habilitada para revisar la sentencia que ocupa su atención, en virtud de los factores objetivo, funcional y territorial determinantes de la competencia, y lo estipulado por el numeral  primero del artículo 34 de la Ley 906 de 2004, bajo cuya égida se impartió este trámite procesal.

Problema jurídico:

La competencia adquirida por la Sala en virtud del recurso agotado por el procurador judicial del acusado, se circunscribe al estudio de la dosificación punitiva, por haber negado el fallador a quo, el reconocimiento de la diminuente por reparación integral de perjuicios en favor de la víctima, por lo que se decide a renglón seguido si se mantiene la determinación desfavorable al procesado, o en su defecto, si éste ha cumplido con la exigencia legal que le permita merecer la rebaja que impetra la defensa.

SOLUCIÓN:

Previamente a decidir sobre los puntos objeto de alzada, debe el Tribunal dejar sentado que la presente actuación estuvo regida por las normas que regulan el debido proceso previsto en el artículo 29 de la Constitución Política y por ende no se observa afectación a los derechos o garantías fundamentales del acusado, por manera que no se presenta ninguna irregularidad que pueda invalidar lo actuado. 

El discurso de la defensa apunta a obtener el reconocimiento de un beneficio punitivo para el sentenciado Clavijo Hurtado, fundado en la reparación integral de los perjuicios ocasionados a la víctima en la forma como fue solicitado.

Del discurrir procesal se evidencia que la audiencia del 18 de diciembre de 2008, en la que habría de dar lectura del fallo e individualización de la pena, se aplazó con la finalidad de dar oportunidad a que la víctima representada por el abogado Mario César Alzate Amaya, ejerciera sus derechos.

Según consta en documento aportado por éste profesional del derecho el 19 de febrero de 1999, allí se da cuenta de la imposibilidad de haber obtenido aquella reparación integral y lo expresó así:

“Quinto: Como a estas fechas el señor Defensor no me hizo manifestación verificable de asentimiento a lo pedido por la contraparte, ni a él personalmente lo veo ni telefónicamente me responde, oportunamente cumplo comunicándole al juzgado el resultado negativo de la reparación pedida e igualmente decirle que la parte ofendida no pedirá apertura del incidente de reparación integral, sobre lo cual importa aclarar debidamente lo siguiente:”.

“(…)

Es tajante al dar noticia desfavorable frente a la reparación integral en favor de la víctima y señaló que no se llevará adelante el incidente de reparación de perjuicios, porque el procesado está en imposibilidad económica para responder, pero también lo denomina como vano para apreciar los derechos humanos y de la dignidad. Los demás argumentos que se exponen a continuación por el apoderado de la víctima, permiten concluir que aquella parte ha perdido el interés en reclamar una reparación.

Del texto contenido en el artículo 269 del Código Penal, se desprenden dos requisitos para acceder a la reducción de la pena privativa de libertad frente a los delitos que atenten contra el patrimonio económico; el primero de ellos tiene que ver con la restitución del objeto material del delito o su valor y como segundo aspecto, la indemnización de perjuicios, los que comprenden un daño emergente y un lucro cesante.

La comisión de conductas punibles bien sea con dolo o a título de culpa, genera responsabilidad patrimonial de quien ha sido declarado responsable
, por tanto está obligado a efectuar la reparación de los perjuicios, los que comportan un aspecto material y otro moral. De este último es preciso señalar que entraña una afectación a los sentimientos o patrimonio inmaterial de una persona, que le causa padecimiento de orden psíquico y agravio a sus íntimas afecciones, los cuales conforme a la ley, igualmente pueden retribuirse en forma pecuniaria. De cualquier manera, la víctima puede fijar la forma en que perciba aquella reparación.

Esto para significar que la reparación integral ostenta como elemento de su esencia, la bilateralidad, es decir, de una parte quien coloca la condición reparativa y de otra, quien en forma libre y voluntaria acepta aquella carga resarcitoria del perjuicio.

Si bien fue condición inicial del apoderado de la víctima una manifestación pública de arrepentimiento por parte del infractor, ésta no se cristalizó dentro de la oportunidad que la parte le otorgó y con escrito del 19 de febrero de 1999, pone en evidencia el fracaso de aquél acuerdo para obtener la reparación de los perjuicios.

Por manera que no aprecia esta Colegiatura una manifestación clara e inequívoca de la ofendida en el sentido de aceptar aquella publicación en prensa escrita, a título de reparación integral, pero sí en contrario, pone de manifiesto que ha declinado el cumplimiento de aquella condición a título de resarcimiento.

En ausencia de ello, al juzgador no le es dable elucubrar sobre esta situación para suponer que hubo una indemnización de los perjuicios irrogados con la conducta punible, además porque la manifestación que en tal sentido provenga de la parte afectada, debe ser clara, expresa y desprovista de todo vicio de consentimiento, para que sea válida, y la reparación está sujeta a que se cumpla antes de dictarse la sentencia de primera o única instancia, lo cual no se efectivizó en el presente asunto.

Estos elementos de juicio permiten arribar a la conclusión de que aquí no se ha producido una reparación integral del detrimento inferido a la víctima por parte del acusado Álvaro de Jesús Clavijo, pues su manifestación extemporánea comporta un acto unilateral, ya desestimado por la titular del aquél derecho, razón suficiente para confirmar el fallo de primer grado.

DECISIÓN

Por lo anteriormente expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia, en nombre de la República y por autoridad de la Ley, 

RESUELVE:

Confirmar la sentencia condenatoria materia de estudio, en cuanto fue motivo de impugnación. 

Ésta decisión queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso extraordinario de Casación, que de interponerse, debe hacerse dentro del término legal.

COPIESE, COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE

LEONEL ROGELES MORENO



JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado









Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

WILSON FREDY LÓPEZ

Magistrado









Secretario

�	 Artículo 2341 del Código Civil
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